	Fecha
	10 de noviembre de 1952
	Sesión número
	59

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ALFONSO MAROTO TOURET

	Recurrido: MINISTRO DE SALUD

	Objeto del recurso: El recurrente impugna su destitución como Tesorero de la JPS, ordenada por la Junta y confirmada por el recurrido.

	Respuesta del recurrido: El recurrente podía ser destituido, porque la JPS no pertenece en sentido estricto a la Administración Pública y no lo cobija la inamovilidad.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (el recurrente no está subordinado al Poder Ejecutivo). VS de los Magistrados Sánchez, Castillo, Fernández Porras y el suplente Calzada Bolandi, así como Monge y Bejarano.


N° 59
Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día diez de noviembre de mil novecientos cincuenta y dos, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Aguilar, Sánchez, Cordero, Monge, Castillo, Trejos, Bejarano, Acosta, Fernández Porras y el suplente Calzada Bolandi.
Artículo III
Se entró a conocer del recurso de Amparo que establece el señor ALFONSO MAROTO TOURET contra la resolución dictada por el señor Ministro de Salubridad Pública a las siete horas y treinta minutos del once de octubre anterior, confirmatoria de la emitida por la Junta de Protección Social de San José (Acuerdo N° II de la sesión de 6 de octubre citado), mediante la que se ordena la separación del recurrente del cargo de Tesorero de la mencionada Junta. Alega sustancialmente que tanto el Acuerdo de la Junta como la resolución del Ministerio hacen mención de una supuesta rebeldía del recurrente para acatar una orden de traslado de la Tesorería impartida por la Junta; que sin embargo, ante la imposibilidad de comprobar ese inexacto cargo, se acogen para destituirlo al inciso 4° del artículo 30 del Reglamento General del Patronato y Junta Directiva de Protección Social de San José, que consigna la regla de la libre remoción de empleados; que por consiguiente, y al margen del cargo de insubordinación que no ha sido debatido ni probado, viene a atacar mediante este recurso la supuesta facultad irrestricta de la Junta de Protección Social para remover a los funcionarios de su dependencia, y al efecto hace una extensa relación de los antecedentes; que decretada su separación, y elevado el Acuerdo ante la Dirección General de Asistencia, hizo ver que el artículo 192 de la Constitución le garantizaba la inamovilidad en el puesto, mientras no se comprobara legalmente alguna causal de despido contemplada por la legislación de trabajo, y que dicha Dirección General, acogiendo sus observaciones, vetó en uso de atribuciones legítimas el Acuerdo de su separación, por violación de la garantía consignada en el citado artículo 192 de la Carta Magna; que la opinión legal del Ministerio es la de que el artículo 192 de la Constitución debe entenderse en armonía con el transitorio N° X de la misma Constitución Política, que dejó todo lo relacionado al servicio civil, para que lo pusiera en vigencia, el Estatuto o ley respectiva que aún no se ha dictado, quedando entretanto en suspenso la inamovilidad consagrada constitucionalmente. Que la Constitución contiene dos referencias al servicio civil, la del artículo 140 y la del 192. En el primero de esos textos se consagra la inamovilidad de los empleados del Poder Ejecutivo, y en el segundo la de los demás servidores públicos. Para dejar en suspenso la garantía a favor de los dependientes del Poder Ejecutivo, el Constituyente creyó indispensable un Transitorio al artículo 140, que autorizara expresamente al Presidente y al Ministro del ramo para remover libremente a sus empleados. Sin ese Transitorio los empleados del Poder Ejecutivo habrían sido inamovibles, aunque no estuviera aun dictada y reglamentada la Ley de Servicio Civil. Que ha sostenido al tesis de que el Transitorio al artículo 140 cobija a todos los funcionarios dependientes de organismos oficiales, aun cuando como en el caso presente, no sean de nombramiento del Poder Ejecutivo, haciendo extensiva en perjuicio de todos la excepción que ese Transitorio contiene contra los Gerentes de las Instituciones Autónomas. Que acepta por vía de discusión esa tesis acomodaticia, que viola el principio de que las excepciones son de interpretación estricta. Siempre queda el hecho de que esa facultad extraordinaria y transitoria de remover libremente a los servidores públicos el Transitorio X la otorga conjuntamente al Presidente de la República y respectivo Ministro de Gobierno. No a uno de ellos por separado. Ahora bien, repite el recurrente que ha sido removido de su puesto por la Junta Directiva de la Junta de Protección Social de San José; pero que la Junta no tiene ese poder; que efectivamente el Ministro de Salubridad resolvió que su remoción no era ilegal, más la resolución no lleva la firma del Presidente de la República; que aún interpretando que la confirmación por el Ministro del Acuerdo de la Junta equivale a una destitución del Ministro, siempre le falta el requisito fundamental de que esa Resolución provenga del Presidente de la República. Que se está, pues, frente al siguiente dilema: o el Transitorio X cubre a todos los servidores públicos, o no los cubre. Si no los cubre, continúa exponiendo el recurrente, “mi destitución es ilegal. Si sí los comprende a todos, entonces sólo puedo ser destituido por el Presidente de la República y el respectivo Ministro de Gobierno. En todo caso, estoy mal destituido”.
El señor Ministro de Salubridad Pública, al evacuar su informe, expuso que el recurso en examen ha sido mal planteado, en todo cuanto se refiere a la Junta de Protección Social y al Acuerdo de destitución, pues de conformidad con el artículo 6°, párrafo 2° de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950, ha debido serlo ante el Juez Penal de la Jurisdicción, dejando establecida así la correspondiente competencia. También expone, entre otras razones, que el rechazo se impone porque la resolución de las siete horas y treinta minutos del once de octubre del presente año, dictada por el Ministerio, ha sido emitida con estribo en la disposición legal contenida en el artículo 34 de la Ley General de Asistencia Médico Social N° 1153 de 14 de abril de 1950, que da al Ministerio—en esa materia—facultades de Tribunal; que se trata de la aplicación de una disposición legislativa, contra la cual no se da el recurso de Amparo (artículo 3° inciso a) de la Ley de Amparo). Que el Ministerio se limitó a resolver la divergencia suscitada entre la Dirección General y la Junta Directiva acerca de la legalidad que podría amparar a la última para tomar un acuerdo; el fondo de este o las consecuencias eran del resorte de la Junta, quien asumía las responsabilidades consiguientes del ejercicio de sus atribuciones propias; que ha intervenido en este asunto por disposición de la Ley, que señala al Ministerio de Salubridad Pública como Tribunal de Segunda Instancia para que decida las controversias legales que se suscitan cuando la Junta de Protección Social toma un acuerdo y éste es objetado por la Dirección de Asistencia; que no se ve con qué sentido lógico el recurso pretenda que las resoluciones que tomó como Juez, de acuerdo con la Ley General de Asistencia Médico Social, deban ir pre-rubricadas por el señor Presidente de la República, pues lo que aquí se ha pretendido es desnaturalizar su función judicial y tratar de convertirla en una función de Gobierno de las señaladas por el artículo 140, inciso 2) de la Constitución Política, que debe materializarse con las formalidades, en lo que hace a firmas, que indica el artículo 146 de la misma Carta Magna, como si se tratara de nombramiento o remoción de empleados o de otra función propia del Poder Ejecutivo; y que con la eficiencia de las funciones de utilidad social que lleve a cabo el Patronato, la Hermandad o la Cofradía de Protección Social, por medio de su Junta Directiva de San José, ni la Constitución Política (textos transcritos) ni la Ley de Servicio Civil N° 1451 de 28 de mayo de 1952 tienen nada que ver, toda vez que ni el Patronato ni su Junta Directiva forman parte de la Administración Pública, centralizada o descentralizada… etc.

El Magistrado Calzada se excusó, manifestando: “CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. – De conformidad con el artículo 201, inciso 2°, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, me excuso de conocer del presente recurso de Amparo, por ser primo hermano por consanguinidad del señor Luis Calzada Bolandi, miembro de la Junta de Protección Social de San José. Noviembre 3 de 1952”.

Conferida la audiencia de ley a las partes, guardaron silencio; y previa deliberación se declaró sin lugar la excusa del Magistrado Calzada Bolandi, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6°, párrafo primero, de la Ley de Amparo; y asimismo se declaró sin lugar la excepción de incompetencia opuesta al Tribunal por el funcionario que confirmó la destitución del recurrente, porque el artículo 4°, in fine, de la citada ley es aplicable, por analogía, al caso del superior que confirma lo resuelto por el inferior. Entrando a conocer del fondo, se desestimó la alegación relativa a no haber sido firmada por el señor Presidente de la República la resolución confirmatoria de la Junta de Protección Social, por no caber pronunciamiento sobre este punto en esta vía; y se declaró sin lugar el recurso, en atención a que el recurrente no está subordinado al Poder Ejecutivo, toda vez que no fue nombrado por este, sino por la Junta de Protección Social, y por lo mismo no se haya comprendido entre aquellos a que aluden el inciso 2° del artículo 140 de la Constitución y el Transitorio X relativo a ese texto; y en cuanto al 192 de la misma Carta Magna pudiera relacionarse con el punto, es de observar que ese texto alude a los servidores públicos y, según queda dicho, el quejoso no tenía esa calidad cuando fue despedido, pues no fue nombrado por alguno de los Poderes del Estado, sino por una asociación cuyo fin es cooperar en la asistencia pública, y aun cuando esté controlada por el Estado, en razón de recibir auxilio del mismo, el nombramiento de sus empleados no proviene del Poder Ejecutivo; y particularmente porque al prescindir la aludida Junta de los servicios del recurrente, no se actuó como autoridad sino como patrono, lo que corrobora la improcedencia del Amparo, toda vez que ese recurso sólo se da contra actos de autoridad, y de ahí que no sea en esta vía donde cabe ventilar la cuestión.
Los Magistrados Sánchez, Castillo, Fernández Porras y el suplente Calzada Bolandi, razonaron su voto así: Establece el artículo 146 de la Constitución Política que los decretos, acuerdos, resoluciones y órdenes del Poder Ejecutivo requieren, para su validez, de las firmas del Presidente de la República y del Ministro del ramo. Por consiguiente, la resolución del Ministro de Salubridad es nula por faltarle la firma del Presidente de la República. De acuerdo con lo expuesto, emitido en forma irregular el pronunciamiento contra el cual se recurre en vía de amparo, nos abstenemos de resolver respecto del fondo del mismo, en tanto no sea subsanado el defecto de mérito.

Los Magistrados Monge y Bejarano votaron por archivar el recurso por las razones siguientes: según se indica en el recurso, la orden de despido del señor Maroto Touret emanó de la Junta de Protección Social de San José, y no del señor Ministro de Salubridad Pública, funcionario este que limitó su intervención a conocer en alzada del acuerdo respectivo. Como la violación reclamada, de haberse producido, tuvo su origen en un acto realizado por la referida Junta, el recurso de que se conoce debió dirigirse contra esa institución y presentarse ante el Juez Penal correspondiente, que es, a nuestro juicio y con apoyo en el artículo 6°, párrafo 2°, de la Ley de Amparo, el competente para el conocimiento del asunto. La Corte Plena, en razón de lo dicho, carece de competencia en el presente caso.
